D./Doña.....................................Letrado de la Administración de Justicia con destino en el Juzgado..............., ante Usted comparece y como mejor proceda en Derecho

EXPONE
Primero: En fecha........le ha sido notificada a través del Ilmo. Señor Secretario Coordinador Provincial de …...... resolución en la que se comunica la deducción de haberes a consecuencia de la Huelga de Letrados de la Administración de justicia realizada en fecha..........

No estando conforme con dicha resolución, de conformidad con el artículo 121 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas ( LPAC) interpone RECURSO DE ALZADA, con arreglo a los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero: Dispone el artículo 47.1a) LPAC que son nulos de pleno derecho los actos administrativos que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.  

Segundo: Por su parte el artículo 35.1 a) LPAC establece que serán motivados los actos administrativos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos . 

Tercero: El artículo 24 CE reconoce el derecho a obtener una tutela judicial efectiva. A este respecto, la Sentencia número 713/2020 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo de 9 de junio de 2020, recurso 392/2018

La motivación constituye un requisito imprescindible en todo acto administrativo en la medida en que supone la exteriorización de las razones que sirven de justificación o fundamento a la concreta solución jurídica adoptada por la Administración. Este requisito, de obligado cumplimiento en el específico marco que nos movemos conforme preceptúa el  artículo 35   de la  Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, resulta de especial relevancia desde la perspectiva de la defensa del administrado ya que es la explicitación o exteriorización de las razones de la decisión administrativa la que le permita articular los concretos medios y argumentos defensivos que a su derecho interese y, además, permite que los Tribunales puedan efectuar el oportuno control jurisdiccional. La exigencia de motivación no exige, empero, una argumentación extensa, sino que, por contra, basta con una justificación razonable y suficiente que contenga los presupuestos de hecho y los fundamentos de Derecho que justifican la concreta solución adoptada.

En la  sentencia de 30 de enero de 2001   (rec. cont-advo 23/1998) de esta Sala declaramos que el  artículo 54.1   de la  Ley 30/92  exige que "los actos administrativos sean motivados con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derechos los actos a que alude, consistiendo la motivación, como bien es sabido, en un razonamiento o en una explicación o en una expresión racional del juicio, tras la fijación de los hechos de que se parte y tras la inclusión de éstos en una norma jurídica, y no sólo es una "elemental cortesía", ni un simple requisito de carácter meramente formal, sino que lo es de fondo e indispensable cuando se exige, porque sólo a través de los motivos pueden los interesados conocer las razones que "justifican" el acto, porque son necesarios para que la jurisdicción contenciosa administrativa pueda controlar la actividad de la Administración y porque sólo expresándolos puede el interesado puede dirigir contra el acto las alegaciones y pruebas que correspondan según lo que resulta de dicha motivación que, si se omite, puede generar la correspondan según lo que resulta de dicha motivación que, si se omite, puede generar la indefensión prohibida por el artículo 24.1 de la Constitución". Y añade la indicada sentencia que "la motivación ha de ser suficientemente indicativa, lo que significa que su extensión estará en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione o de la mayor o menor dificultad del razonamiento que se requiera, lo que implica que puede ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones, cuando no son precisas ante la simplicidad de la cuestión que se plantea y que se resuelve, criterio jurisprudencial que se reitera en las  sentencias de esta Sala y Sección de 25 de mayo de 1998 .

Cuarto: En el presente caso se procede a una fijación genérica por la resolución recurrida del descuento por los días de huelga realizados, sin concretar el concreto descuento que corresponde a cada destinatario a fin de alegar lo que estime pertinente en defensa de su derecho ni especificarse el concreto destinatario y la concreta participación en la huelga aludida, motivo por el cual la referida resolución genera indefensión al interesado, dando lugar a la nulidad referida en el fundamento primero del presente recurso al vulnerarse el artículo 24 CE.

Quinto: Para el caso de no entender que existe un vicio de nulidad con arreglo a lo descrito anteriormente, si que corresponde acordar la anulación del acto impugnado por la desviación de poder, vicio de anulabilidad regulado en el artículo 48 LPAC y mencionado en el artículo 70 LJCA, pues la resolución tiene fines distintos a los previstos por el ordenamiento jurídico para el mismo al buscar desincentivar el ejercicio del derecho fundamental a la huelga, que se encuentra consagrado en el artículo 28 de la Constitución. El vicio de desviación de poder consiste en la discordancia entre el ordenamiento jurídico y la actividad administrativa, con arreglo a la Sentencia del TSJ de Andalucía de 29 de septiembre de 2008, en el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados en el ordenamiento jurídico. Precisa, para poder ser apreciado, que quien lo invoque alegue los supuestos de hecho en que se funde y los pruebe cumplidamente, no pudiendo fundarse en meras presunciones ni en suspicacias o amplias interpretaciones del acto de autoridad y de la oculta intención que lo determine, siendo presupuesto indispensable para que se dé que el acto esté ajustado a la legalidad extrínseca, pero sin responder su motivación interna al sentido teleológico de la actividad administrativa, dirigida a la promoción del interés público e ineludibles principios de igualdad. 
Por todo lo cual, el interesado 

SOLICITA
Que teniendo por presentado el presente escrito se sirva admitirlo y tenga por interpuesto Recurso de alzada frente a la resolución referida y, previos los trámites oportunos dicte resolución acordando la nulidad de dicha resolución o, en caso de no estimarse la existencia de nulidad, que se declare la anulación del acto impugnado por desviación de poder.

En.............a.....de........de 2023
